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Objeto: Recurso que tiene por objeto que se anule la decisión de 22 de mayo 
de 1995, por la que el Parlamento consideró irregular la ausencia de 
la demandante del día 5 de mayo de 1995 y computó un día dentro de 
su período de vacaciones anuales, con arreglo al artículo 60 del 
Estatuto de los Funcionarios de las Comunidades Europeas, y, en la 
medida necesaria, la decisión confirmatoria de 9 de agosto de 1995. 

Resultado: Desestimación. Cada parte cargará con la totalidad de sus costas 
correspondientes a los procedimientos ante el Tribunal de Primera 
Instancia y el Tribunal de Justicia. 
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Sumario 

1. Funcionarios — Licencia por enfermedad — Justificación de la enfermedad — 
Presentación de un certificado médico — Presunción de regularidad de la ausencia 
— Visita médica de control — Conclusiones que contradicen el certificado médico 
— Efectos — Obligación de solicitar dictamen a la Comisión de invalidez — 
Inexistencia — Obligación para el funcionario bien de reanudar sus funciones, bien 
de obtener un segundo certificado — Conclusiones del segundo certificado que 
contradicen las de la visita de control — Obligación de solicitar dictamen a la 
Comisión de invalidez - Requisitos 
(Estatuto de los Funcionarios, art. 59, aps. 1 y 3) 

2. Funcionarios — Licencia por enfermedad — Visita médica de control — Informe 
médico del médico de control - Control jurisdiccional - Alcance y límites 
(Estatuto de los Funcionarios, art. 59, ap. 1, párr. 2) 

1. Para disfrutar automáticamente de la licencia por enfermedad prevista en el 
artículo 59, apartado 1, párrafo primero, del Estatuto, el funcionario está obligado 
a probar su imposibilidad para ejercer sus funciones como consecuencia de 
enfermedad o accidente. A este respecto, aunque la presentación de un certificado 
médico genera una presunción de regularidad de la ausencia, la disposición del 
artículo 59, apartado 1, párrafo segundo, del Estatuto, según la cual el interesado 
«podrá ser sometido a los controles médicos que la Institución disponga», tiene 
necesariamente por objeto permitir la destrucción de esta presunción. Una vez 
destruida la presunción de regularidad de la ausencia, la imposibilidad del 
funcionario para ejercer sus funciones como consecuencia de enfermedad o accidente 
deja de estar justificada, y se halla en la necesidad de tener que, o bien justificar 
que, a pesar de ello, le es imposible ejercer sus funciones, en particular presentando 
un nuevo certificado médico, o bien reanudar sus funciones en la fecha indicada por 
el médico de control. 
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Una divergencia entre las conclusiones médicas contenidas respectivamente en un 
certificado elaborado por el médico que trata al funcionario y en un certificado del 
médico de control tras un control médico regular, no constituye, en sí misma, una 
discrepancia en el sentido del artículo 59, apartado 3, del Estatuto, ya que, al 
carecer de todo efecto retroactivo, las conclusiones del médico de control no 
cuestionan la pertinencia de las conclusiones establecidas con anterioridad por el 
médico que trata al funcionario. De ello se desprende que, en tal caso, el artículo 59 
del Estatuto no obliga a la Institución a solicitar dictamen a la Comisión de 
invalidez. 

Si las conclusiones del médico de control le parecen injustificadas desde el punto de 
vista médico, le corresponde al funcionario probar de nuevo su incapacidad para 
trabajar. Se vuelve a presumir automáticamente que su ausencia es regular a partir 
de la presentación de un nuevo certificado de incapacidad para trabajar. Si la 
Institución pretende organizar un nuevo control tras este segundo certificado del 
médico que trata al funcionario, es necesario distinguir si el segundo certificado se 
refiere o no a una afección diferente de la recogida en el primero. En caso 
afirmativo, un dictamen divergente emitido por el médico de control tras un segundo 
control no puede interpretarse como una discrepancia, y la solicitud de dictamen a 
la Comisión de invalidez no es, en modo alguno, necesaria. Por el contrario, si el 
segundo certificado de incapacidad para trabajar no se refiere a una afección 
diferente, la divergencia entre los certificados del médico que trata al funcionario, 
por una parte, y los dictámenes del médico de control, emitidos, en cualquier caso, 
en un corto espacio de tiempo, por otra, pone de manifiesto una verdadera 
discrepancia médica que debe ser resuelta por un órgano tercero. En tal caso, es 
necesario solicitar el dictamen de la Comisión de invalidez, de conformidad con el 
artículo 59, apartado 3, del Estatuto. 

(véanse los apartados 53 a 61) 

Referencia: Tribunal de Justicia, 19 de junio de 1992, V/Parlamento (C-18/91 P, Rec. 
p. I-3997), apartado 33; Tribunal de Primera Instancia, 26 de enero de 1995, O/Comisión 
(T-527/93, RecFP p. II-29), apartado 36 
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2. El control jurisdiccional del Juez comunitario no puede extenderse a las 
apreciaciones de carácter médico propiamente dichas, que deben considerarse 
definitivas siempre que se hayan producido en condiciones normales. En cambio, 
el control jurisdiccional puede ejercerse sobre la conformidad a Derecho de los 
informes médicos elaborados por los médicos de control tras las visitas de control 
realizadas con arreglo al artículo 59, apartado 1, párrafo segundo, del Estatuto, con 
objeto de comprobar si su motivación permite apreciar los fundamentos en que se 
basan sus conclusiones y si existe un vínculo comprensible entre las consideraciones 
de carácter médico que recogen y las conclusiones a las que llegan. 

(véase el apartado 71) 

Referencia:Tribunal de Primera Instancia, 27 de octubre de 1994, C/Comisión(T-47/93, 
RecFP p. II-743), apartado 47; Tribunal de Primera Instancia, 21 de mayo de 1996, 
W/Comisión (T-148/95, RecFP p. II-645), apartados 38 y 39, y la jurisprudencia que se 
cita en ellos 
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